S.E. 

Michelle Bachelet Jeria, 
Presidenta de la Republica de Chile: 
Palacio de La Moneda, Santiago, Chile. 
Su Excelencia,

Desde el pasado lunes 13 de marzo, los Presos Políticos Mapuche recluídos en la cárcel de la ciudad de Angol, Patricia Troncoso, Patricio Marileo Saravia, Jaime Marileo Saravia,  Juan Carlos Huenulao Lienmil, se han declarado en huelga de hambre con el objetivo de lograr la revisión del fallo judicial, por el cual fueron condenados a 10 años y un día más el pago de US $ 791,000 (423 millones pesos chilenos) de indemnización a la empresa Forestal Mininco. 
Los comuneros mapuche denuncian que la pena impuesta, se fundamenta en un fallo judicial arbitrario, de índole racista. 
Del punto de vista del derecho internacional, nada justifica en los hechos que les son reprochados la aplicación de la ley n° 18.314, creada por el dictador Pinochet (llamada ley antiterrorista) concebida a la época para reprimir toda oposición política al régimen y que, lamentablamente, hoy, es aplicada a los miembros de las comunidades mapuches que reivindican el respecto de todos sus derechos como pueblo indígena. Es inimaginable que en el marco del Estado de Derecho se utilize a testigos sin rostro y además remunerados por el ministerio para condenar los actos de recuperación de sus territorios expropriados.
Después de diez años, la comunidad chilena éxilada en Europa, hemos denunciado esta situación y también hemos constatado una total falta de voluntad política del Estado chileno frente a las reivindicaciones expresadas por el pueblo mapuche. Este pueblo originario sigue siendo la comunidad social más desfavorizada de Chile (como lo ha constatado y denunciado en su Informe publicado en 2004, el Sr Rodolfo Stavenhagen, Enviado especial  de la Comision de los DDH de Naciones Unidades, sobre la situación de los derechos humanos et de las libertades fundamentales de los pueblos indígenas de Chile). Esta publica evidencia demuestra la indolencia política que históricamente ha caracterizado la política del Estado chileno frente a los pueblos originarios. 

La arbitraria aplicación de la ley antiterrorista en contra de los comuneros mapuche nos hace concluir que la justicia chilena no es neutra. En el curso de las ultimas décadas la ley antiterrorista sólo se ha utilizada para juzgar a los comuneros y autoridades de las comunidades indígenas. Los tribunales de justicia chilena aplican una justicia racista. En conclusión, todas las reivindicaciones para exigir el respeto del derecho a sus territorios y a su organizacion política, social y religiosa son considerados como actos criminales de la parte de los tribunales de justicia chilenos. 

Dos prisioneros políticos, José Cariqueo Saravia y Juan Colihuinca Ancaluan que estaban en huelga de hambre en la prisión de Angol han sido liberados en una decisión de primera instancia, el viernes 30 de marzo. Esperamos que esta vez la decisión de este Tribunal sera respectada por el Gobierno.

Su Excelencia, nos permitimos sugerirle de considerar la importancia que representan las Recomendaciones propuestas en su Informe por el Sr Stavenhagen, para buscar una solución pacífica y equitable a la situación de injusticia y de despojo que vive el pueblo mapuche.

Apoyamos la demanda de los Presos Políticos Mapuche en huelga de hambre recluídos en la cárcel de Angol. 

Exigimos la revisión del fallo juridico que condenó a los Mapuche que estan en huelga de hambre.
Exigimos la libertad de todos los Presos Políticos Mapuche. Es de justicia.

Quedamos esperando que la nueva administración de su gobierno tomara en consideración nuestra petición, reciba, Su Excelencia, nuestros respetuosos saludos y nuestro deseo de éxito en la alta responsabilidad que Usted ha asumido.

3 de abril 2006, Paris, Francia

Con Copia: 

Sr. Rodolfo Stavenhagen. Relator Especial sobre la situación de los Derechos Humanos y las libertades Fundamentales de los indígenas: 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, OHCHR, United Nations, 1211 Geneva 10, Switzerland. 
- Sr. Pedro Vera. Oficial de Derechos Humanos para AMÉRICA Latina y el Caribe de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos: 
UNOG-OHCHR, CH-1211 Geneva 10, Switzerland. 
Benita Ferrero-Waldner. Comisaría Europea de Asuntos Exteriores : 

Comisión europea B-1049, Bruselas, BELGICA. 
